
gra del impuesto, así como por la eli-
minación de las obligaciones forma-
les de los sujetos pasivos, tales como 
el nombramiento de representante 
por no residentes, autoliquidación 
del impuesto, presentación de la de-
claración y, en su caso, ingreso de la 
deuda tributaria. 

No obstante, las actuales circuns-
tancias y los efectos de la crisis eco-
nómica han hecho necesario resta-
blecer el gravamen por el impuesto 
con efectos hasta el ejercicio 2015, 
cuya declaración se presentará en 
2016.  

Con carácter general, el IP grava el 
patrimonio neto del que fuesen titu-
lares las personas físicas a 31 de di-
ciembre de cada año, entendiendo 
por patrimonio neto el conjunto de 
bienes y derechos de contenido eco-
nómico de que sea titular el contri-
buyente, con deducción de las cargas 
y gravámenes que disminuyan su va-
lor, así como de las deudas y obliga-
ciones personales de las que deba 
responder. 

Constituyen, en base a la defini-
ción ofrecida, algunas de sus princi-
pales características las siguientes: 

a) Se trata de un tributo de carác-
ter directo, al gravar exclusivamente 
aquellos bienes y derechos de los que 
el sujeto pasivo es titular. 

b) Posee una naturaleza personal 
al gravar el patrimonio neto de las 
personas físicas teniendo para ello 
en cuenta las circunstancias perso-
nales del sujeto pasivo (si bien para 
aquéllos que tributen por obligación 
real se trata de un impuesto de ca-
rácter real), aunque se excluye cual-
quier alternativa de imposición fa-
miliar conjunta. 

c) Se trata, además, de un impues-
to periódico con devengo anual a 31 
de diciembre. 

d) Es configurado como un im-
puesto general, en tanto que grava el 
patrimonio neto de las personas físi-
cas, es decir, todos sus bienes y dere-
chos de contenido económico. 

e) Recae únicamente sobre las 
personas físicas, no gravando por 
tanto los bienes o derechos de las 
personas jurídicas. 

f) Es un tributo en el que se cede a 
las comunidades autónomas el ren-
dimiento de sus residentes, con in-
dependencia de dónde radiquen sus 
bienes. 

g) Se trata, finalmente, de un im-
puesto progresivo por tramos cuyos 
tipos impositivos crecen a medida 
que se incrementa la base; aunque si 
bien los tipos aplicables a éstos son 
muy bajos, ya que el efecto recauda-
torio de este impuesto está dirigido a 
obtener la contribución de un núme-
ro relativamente reducido de contri-
buyentes, con una especial capaci-
dad económica. 

2 

Ámbito de aplicación 
(art. 2 LIP) 

El IP se exige en todo el territorio es-
pañol, sin perjuicio de lo establecido 
en relación a los regímenes tributa-
rios especiales por razón del territo-
rio y de los Tratados o Convenios In-
ternacionales de los que España se 
parte. 

Así, con respecto a las especialida-
des por razón del territorio, además 
de la bonificación del 75% de la cuota 
correspondiente a bienes situados o 
derechos que puedan ejercitarse en 
Ceuta o Melilla; la Comunidad Foral 
de Navarra y la Comunidad Autóno-
ma del País Vasco tienen reconoci-
das por la Constitución característi-
cas normativas propias, diferencia-
das del resto de territorios estatales, 
y concretadas respectivamente en 
los regímenes tributarios forales de 
Convenio y Concierto Económico. 

Por otra parte, la posible existen-
cia de situaciones de doble imposi-
ción internacional exige tener en 
consideración los Tratados y Conve-
nios Internacionales, los cuales, una 
vez incorporados al ordenamiento 
jurídico interno, tienen carácter pre-
ferente respecto de lo que pudiera 
establecer la normativa estatal.  

Finalmente, indicar que el rendi-
miento del impuesto se encuentra 
cedido a las comunidades autóno-
mas; y a efectos de la atribución del 

21ENTREGAS

13 Aspectos generales 
del Impuesto  
sobre el Patrimonio

IRPF 2015

GUÍA PRÁCTICA DE LOS 

IMPUESTOS 2016 

Para empresarios, profesionales, autónomos y particulares

Contenidos:

1 

Concepto y naturaleza 
del impuesto (art. 1 LIP) 

La estructura y caracteres generales 
del Impuesto sobre el Patrimonio 
(IP) se regula por la Ley 19/1991 de 6 
de junio del Impuesto sobre el Patri-
monio (LIP), cumpliendo, de esta 
manera, una función de carácter 
censal y de control del Impuesto de 
la Renta de las Personas Físicas 
(IRPF), pues tiene como objetivo 
principal la consecución de una ma-
yor eficacia en la utilización de los 
patrimonios, la obtención de una 
mayor justicia redistributiva dando 
cumplimiento a lo que deben ser sus 
objetivos principales de equidad, 
gravamen de la capacidad de pago 
adicional que la posesión del patri-
monio supone, de utilización más 
productiva de los recursos, de la me-
jor distribución de la renta y la rique-
za y de actuación complementaria 
del IRPF y del Impuesto sobre Suce-
siones y Donaciones (ISD). 

Sin embargo, una vez comproba-
da la pérdida de su capacidad para 
alcanzar eficazmente los objetivos 
señalados, se procedió a suprimir el 
gravamen derivado de este impuesto 
tanto para la obligación personal co-
mo para la obligación real de contri-
buir, con efectos desde el 1 de enero 
de 2008, pero no a través de su dero-
gación, sino por medio de una bonifi-
cación del 100% sobre la cuota ínte-
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rendimiento se toma como punto de 
conexión la residencia habitual del 
sujeto pasivo en dicho territorio a la 
fecha del devengo del IP. Ello equi-
vale a excluir como rendimiento ce-
dido el correspondiente a los bienes 
de sujetos no residentes. 

La titularidad de las competencias 
normativas (de gestión, liquidación, 
recaudación, inspección y revisión) 
corresponden al Estado, si bien ha si-
do objeto de delegación en favor de 
las distintas comunidades autóno-
mas, con el alcance y condiciones 
que para cada una de ellas establezca 
su específica Ley de Cesión. 

Respecto a la competencia nor-
mativa, las Comunidades Autóno-
mas pueden regular en su territorio 
el mínimo exento del impuesto, los 
tipos de gravamen, y las deducciones 
y bonificaciones de la cuota (las cua-
les han de resultar compatibles con 
las del Estado y, en ningún caso, po-
drán suponer una modificación de 
éstas, aplicándose con posterioridad 
a las del Estado).  

3 

Hecho imponible  
(art. 3 LIP) 

En base a la definición que anterior-
mente ofrecíamos, el presupuesto 
económico-jurídico que resulta gra-
vado por el IP está constituido por la 
titularidad por el contribuyente en el 
momento del devengo (31 de di-
ciembre) del patrimonio neto (con-
junto de bienes y derechos de conte-
nido económico de que sea titular el 
contribuyente, con deducción de las 
cargas y gravámenes que disminu-
yan su valor, así como de las deudas y 
obligaciones personales de las que 
deba responder). 

Al no establecerse un catálogo de 
bienes y derechos gravables, lo serán 
todos aquéllos que sean susceptibles 
de valoración económica.  

Además, dado el carácter estático 
del IP, que grava la posesión de deter-
minados bienes a lo largo de un año, 
la LIP presume que forman parte de 
su patrimonio los bienes y derechos 
que hubieran pertenecido al sujeto 
pasivo en el momento del anterior 
devengo, salvo prueba de transmi-
sión o pérdida patrimonial; presun-
ción iuris tantum, cuya prueba en 
contrario corresponde al sujeto pasi-
vo, el cual deberá disponer de la do-
cumentación justificativa de la varia-
ción patrimonial producida (por 
ejemplo, escrituras, documentos 
bancarios, etcétera).  

Por tanto, si a 31 de diciembre de 
un determinado año el sujeto pasivo 
es titular de un determinado bien o 
derecho, la Administración supon-
drá que sigue siendo titular del mis-
mo a 31 de diciembre del año si-
guiente; y si el sujeto pasivo ha trans-
mitido o perdido el bien o derecho a 
lo largo de ese año siguiente, tendrá 
que demostrarlo en la declaración 
del impuesto correspondiente a ese 
año; demostración que no se haría 
en el momento de la formulación de 
la declaración anual, sino en el curso 

de las actuaciones de comprobación 
que se realizasen por la Inspección 
de los Tributos. 

4 

Supuestos  
de no sujeción 

En contraposición a la delimitación 
positiva del hecho imponible, no es-
tarían sujetos al mismo, y por tanto 
quedarían excluidos, todos los dere-
chos carentes de contenido econó-
mico tales como los derechos perso-
nalísimos (el honor, la intimidad…), 
familiares, y en general todos los que 
estén relacionados con el concepto 
de capital humano de las personas. 

La fundamentación de esta regla 
se concreta en que dado que estos 
derechos excluidos no son destina-
tarios de una norma específica de va-
loración, carecen en absoluto de un 
valor de mercado, norma residual y 
general de valoración.  

5 

Exenciones (art. 6 LIP) 

Los bienes y derechos exentos del 
IP, cualesquiera que sean sus valores 
de mercado, son los siguientes:  

5.1. Obras de arte  
y antigüedades  
(art. 4. Uno a Tres LIP) 

Están exentos de gravamen, en pri-
mer lugar, tanto los bienes integran-
tes del Patrimonio Histórico Espa-
ñol, que figuren inscritos en el Regis-
tro General de Bienes de Interés 
Cultural o en el Inventario General 
de Bienes Muebles al que se refiere 

la Ley 16/1985, de 25 de junio, del Pa-
trimonio Histórico Español, así co-
mo los bienes de interés cultural cali-
ficados como tales por el Ministerio 
de Educación, Cultura y Deporte e 
inscritos en el registro correspon-
diente; como los bienes integrantes 
del patrimonio histórico de las co-
munidades autónomas que hayan si-
do calificados e inscritos de acuerdo 
con lo establecido en sus normas re-
guladoras. 

No obstante, en el supuesto de zo-
nas arqueológicas, y sitios o conjun-
tos históricos, la exención sólo alcan-
zará a aquellos bienes inmuebles 
ubicados dentro del perímetro de 
delimitación que cumplan las si-
guientes condiciones: en las zonas 
arqueológicas, los incluidos como 
objeto de especial protección en el 
instrumento de planteamiento urba-
nístico; y en los sitios o conjuntos his-
tóricos, los que cuenten con una an-
tigüedad igual o superior a 50 años y 
estén incluidos en el Catálogo de 
protección integral del Reglamento 
de Planeamiento Urbanístico. 

En segundo lugar, encontraría-
mos las obras de arte y las antigüeda-
des. A estos efectos se consideran 
objetos de arte las esculturas, pintu-
ras, dibujos, grabados, litografías u 
otros análogos, siempre que se trate 
de obras originales; y serán antigüe-
dades aquellos bienes (inmuebles, 
útiles…) que tengan una antigüedad 
superior a 100 años y cuyas caracte-
rísticas fundamentales no hubieran 
sido alteradas durante los últimos 
100 años. Para que estos elementos 
patrimoniales se encuentren exen-
tos de gravamen por el IP, es preciso 
que se encuentre en alguna de las si-
tuaciones siguientes: 

a) Los objetos de arte y antigüeda-
des de valor inferior a las siguientes 
cantidades: 

L Cuando se trate de obras pictóri-
cas y escultóricas de menos de 100 
años de antigüedad, 90.151,82 euros. 

L En los casos de obras pictóricas 
de 100 o más años de antigüedad, co-

lecciones o conjuntos de objetos ar-
tísticos, culturales y antigüedades, 
60.161,21 euros. 

L Cuando se trate de obras escul-
tóricas, relieves o bajo relieves con 
100 o más años de antigüedad, colec-
ciones de dibujos, grabados, libros, 
documentos e instrumentos musica-
les, y mobiliario, 42.070.85 euros. 

L En los casos de alfombras, tapi-
ces y tejidos históricos, 30.050,61 eu-
ros. 

L Cuando se trate de dibujos, gra-
bados, libros impresos o manuscri-
tos y documentos unitarios en cual-
quier soporte, 18.030,36 euros. 

L En los casos de instrumentos 
musicales unitarios de carácter his-
tórico, así como cerámica, porcelana 
y cristal antiguos, 9.015,18 euros. 

L Cuando se trate de objetos ar-
queológicos, 6.010,12 euros. 

L En los casos de objetos etnográ-
ficos, 2.404,05 euros. 

En caso de que los objetos sobre-
pasen estos límites, quedarán grava-
dos en su totalidad, y no solamente 
por el exceso.  

b) Que se trate de objetos de arte y 
antigüedades que, con independen-
cia de su valor, hayan sido cedidos en 
depósito permanente por sus pro-
pietarios a museos e instituciones 
culturales sin fin de lucro para su 
exhibición pública por un período 
no inferior a 3 años. Esta exención es 
aplicable mientras los citados bienes 
se encuentren depositados. 

c) Que se trate de la obra propia de 
los artistas, mientras permanezca en 
el patrimonio del autor. Ello equiva-
le, en definitiva, a la obra propia del 
artista el carácter económico-finan-
ciero de existencias. 

5.2. Ajuar doméstico  
(art. 4. Cuatro LIP)  

Se declara exento el ajuar domésti-
co, entendiéndose por tal los efectos 
personales y del hogar, utensilios do-
mésticos y demás bienes muebles de 
uso particular de la persona, si bien 

quedan excluidos las joyas, pieles de 
carácter suntuario, vehículos de 2 o 3 
ruedas con cilindrada igual o supe-
rior a 125 centímetros cúbicos, em-
barcaciones de recreo o de deportes 
náuticos, aeronaves, objetos de arte y 
antigüedades. 

5.3. Derechos de contenido 
económico (art. 4. Cinco LIP) 

Estarán exentos no sólo los derechos 
consolidados de los partícipes y los 
económicos de los beneficiarios en 
un plan de pensiones; sino también 
los derechos de contenido económi-
cos que corresponden a primas satis-
fechas a los planes de previsión ase-
gurados y a los seguros privados que 
cubran la dependencia.; así como los 
derechos económicos que corres-
ponden a aportaciones realizadas 
por el sujeto pasivo a los planes de 
previsión social empresarial, inclu-
yendo las contribuciones del toma-
dor; e incluso los derechos de conte-
nido económico derivados de las pri-
mas satisfechas por el sujeto pasivo y 
los empresarios a los contratos de se-
guro colectivo, distintos de los pla-
nes de previsión social empresarial, 
que instrumentan los compromisos 
por pensiones asumidos por las em-
presas. 

El fundamento se justifica en que 
estos derechos no sean gravados por 
carecer los mismos de un valor de 
mercado hasta que se produzca la 
contingencia establecida, dada la im-
posibilidad de rescate o la indisponi-
bilidad de tales derechos. En conse-
cuencia, puesto que las exenciones 
deben interpretarse restrictivamen-
te, los sistemas alternativos de pen-
siones no entrarían dentro del ámbi-
to de la exención en tanto en cuanto 
estuviera contemplada la posibili-
dad de rescate.  

5.4. Derechos de propiedad  
intelectual o industrial  
(art. 4. Seis LIP)  

Se declaran exentos estos derechos 
siempre que permanezcan en el pa-
trimonio del autor y no se utilicen en 
el comercio, por lo que se gravarán 
cuando pertenezca a los herederos 
del autor o a un tercero, o estén afec-
tos a actividades empresariales. 

Si la propiedad industrial (paten-
tes, marcas, inventos) es cedida a ter-
ceros, éstos deben incluirla en su pa-
trimonio por su valor de adquisición. 
Y si es el propio inventor quien deci-
de explotar la patente, y la utiliza en 
el contexto de una actividad empre-
sarial, le son de aplicación las nor-
mas y criterios de valoración de esta 
categoría de actividad. 

5.5. Valores cuyos  
rendimientos estén exentos  
de tributación en el Impuesto 
sobre la Renta de No  
Residentes 
(arts. 4. Siete LIP y 14 LIRNR) 

Van a estar exentos exclusivamente 
aquellas acciones, obligaciones, 
participaciones u otros derechos en 
entidades españolas, que sean pro-
piedad de personas físicas residentes 
en otro Estado miembro de la Unión 
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Europea y que no se obtengan a tra-
vés de un establecimiento perma-
nente; la deuda pública propiedad de 
personas físicas no residentes sin es-
tablecimiento peramente en España, 
salvo si el país de residencia del titu-
lar e uno de los incluidos en la rela-
ción de paraísos fiscales; así como los 
valores emitidos en España por per-
sonas físicas o jurídicas no residen-
tes sin mediación de establecimiento 
permanente cuyo titular sea un no 
residente también sin estableci-
miento permanente (bonos ‘mata-
dor’); y, finalmente, las cuentas ban-
carias denominadas cuentas de no 
residentes abiertas en entidades 
bancarias por personas físicas no re-
sidentes en territorio español, salvo 
que el pago se realice a un estableci-
miento permanente situado en terri-
torio español.  

5.6. Patrimonio empresarial  
o profesional y participaciones 
en entidades (arts. 4. Ocho. 1 y 2 LIP 
y 1 a 9 RD 1704/1999)  

Los sujetos pasivos deberán hacer 
constar en su declaración del IP los 
bienes, derechos y deudas de activi-
dades económicas y su valor, así co-
mo las participaciones y la parte de 
valor de las mismas sobre las que se 
apliquen las siguientes exenciones: 

En primer lugar, se declaran exen-
tos los bienes y derechos de las per-
sonas físicas necesarios para desa-
rrollo de su actividad empresarial o 
profesional (aquellas que tengan la 
naturaleza de actividades económi-
cas con arreglo a las normas del 
IRPF), siempre que ésta se ejerza de 
forma habitual, personal y directa 
por el sujeto pasivo y constituya su 
principal fuente de renta. 

En el caso de menores de edad o 
incapacitados que sean titulares de 
elementos patrimoniales o partici-
paciones en entidades, los requisitos 
acerca de la actividad empresarial o 
profesional se entienden cumplidos 
cuando se ajusten a las mismas sus 
representantes legales. 

Es importante señalar que los bie-
nes y derechos deben estar afectos a 
la actividad, en el sentido requerido 
por la normativa del IRPF, ya sean de 
titularidad exclusiva del sujeto pasi-
vo, ya comunes con su cónyuge. Se 
entiende que la actividad constituye 
la principal fuente de renta del sujeto 
pasivo cuando los rendimientos ne-
tos de la actividad económica supon-
gan, al menos, el 50% de la base im-
ponible del IRPF del sujeto pasivo. 

A los efectos del cálculo de la prin-
cipal fuente de renta, no se computa-
rán las remuneraciones de las fun-
ciones de dirección que se ejerzan en 
las entidades mercantiles cuyas par-
ticipaciones estén exentas en el IP 
(según el punto siguiente) ni cuales-
quiera otras remuneraciones que 
traigan causa de la participación en 
dichas entidades. 

Si un mismo contribuyente ejerce 
más de una actividad económica de 
modo habitual, personal y directo, la 
exención alcanza a los bienes y dere-
chos afectos a todas ellas, compután-
dose como principal fuente de renta 
el conjunto de rendimientos proce-
dentes de todas las actividades eco-
nómicas ejercidas. 

De forma particular, la actividad 
de arrendamiento o compraventa de 
inmuebles se considerará actividad 
empresarial cuando concurran las 
dos circunstancias siguientes: 

a) En el desarrollo de la actividad 
se cuente, al menos, con un local ex-
clusivamente destinado a llevar a ca-
bo la gestión de la misma. 

b) Para la ordenación de tal activi-
dad se tenga, al menos, una persona 
empleada con contrato laboral y jor-
nada completa. 

También estarán exentos los bie-
nes y derechos comunes a ambos 
miembros del matrimonio cuando 
se utilicen en el desarrollo de la acti-
vidad empresarial o profesional de 
cualquiera de los cónyuges, siempre 
que se cumplan los requisitos ante-
riormente especificados. 

Por otra parte, si la actividad fuese 
privativa de un solo cónyuge y utili-
zase en su desarrollo bienes privati-
vos del cónyuge que no desarrolla la 
actividad, tales bienes se computa-
rán en el cónyuge no empresario, va-
lorándose de acuerdo con las reglas 
generales, y no con las específicas de 
los bienes afectos. 

En segundo lugar, también que-
dan exentas del IP la plena propie-
dad, la nuda propiedad y el derecho 
de usufructo vitalicio sobre las parti-
cipaciones en entidades, con o sin 
cotización en mercados organiza-
dos, siempre que se cumplan los re-
quisitos que se exponen a continua-
ción. 

Asimismo, en los casos en los que 
exista un usufructo sobre las partici-
paciones, tanto el nudo propietario 
como el usufructuario vitalicio ten-
drán derecho a la exención en el IP, 

siempre que en él concurran todas 
las condiciones exigidas. 

En cuanto a los requisitos que han 
de reunir las participaciones en enti-
dades para disfrutar de la exención, 
se pueden sistematizar en los si-
guientes:  

a) Que la entidad participada rea-
lice de manera efectiva una actividad 
económica y no tenga como activi-
dad principal la gestión de un patri-
monio mobiliario o inmobiliario, en-
tendiéndose por este último, y que 
por tanto no realiza una actividad 
económica, cuando más de 90 días 
del ejercicio social más de la mitad 
de su activo está constituido por va-
lores o no está afecto a actividades 
económicas. 

b) Que el sujeto pasivo titular, de-
be ostentar un porcentaje de partici-
pación individual igual o superior al 
5% del capital de la entidad; porcen-
taje que se eleva al 20%, cuando se 
computa conjuntamente con su cón-
yuge, ascendientes, descendientes o 
colaterales de segundo grado (grupo 
de parentesco), con independencia 
de que el parentesco lo sea por con-
sanguinidad, afinidad o adopción. 

c) Que el sujeto pasivo ejerza efec-
tivamente funciones de dirección 
(presidente, director general, geren-
te, administrador, directores de de-
partamento, consejero y miembro 
del consejo de administración) en la 
participada y percibir por ello una re-
tribución que represente más de un 
50% del total de sus rendimientos de 
trabajo y de actividades empresaria-
les y profesionales, sin computar los 
rendimientos de la actividad empre-
sarial cuyos bienes y derechos afec-
tos disfruten de exención en el IP. 

Cuando la participación en la enti-
dad es conjunta con alguna o algunas 
personas pertenecientes al grupo de 
parentesco anteriormente mencio-
nado, las funciones de dirección y las 
remuneraciones derivadas de la mis-
ma deben de cumplirse al menos en 
una de las personas del citado grupo, 
sin perjuicio de que todas ellas ten-
gan derecho a la exención. 

Además, cuando un mismo titular 
participa en varias entidades, cum-
pliendo los restantes requisitos de la 
exención, el cómputo del porcentaje 
citado anteriormente ha de efectuar-
se de forma separada para cada una 
de ellas. Para determinar el porcen-
taje que representa la remuneración 
por las funciones de dirección ejerci-
das en cada entidad respecto de la 
totalidad de los rendimientos del tra-
bajo y por actividades económicas 
del sujeto pasivo, no se incluyen los 
rendimientos derivados de las fun-
ciones de dirección en las otras enti-
dades. 

El importe de la exención es el que 
derive del siguiente cálculo: Valor de 
las participaciones x [(valor de los 
activos afectos – deudas de la activi-
dad) / Valor del patrimonio neto de 
la entidad]. 

A efectos del cálculo de la exen-
ción hay que tener en cuenta que: 

a) El valor del activo, el de los ele-
mentos patrimoniales no afectos a 
actividades económicas así como el 
de las deudas ha de ser el que figuren 
en su contabilidad, siempre que esta 
refleje fielmente la verdadera situa-
ción patrimonial de la sociedad. En 
defecto de contabilidad, dichos valo-
res se determinan según los criterios 
del IP. 

b) La determinación de la existen-
cia de una actividad económica o la 
calificación de un elemento patrimo-
nial como afecto se efectúa conforme 
a las reglas del IPRF, salvo en lo que 
atañe a los activos representativos de 
la participación en fondos propios o 
de la cesión de capitales a terceros, 
que, en su caso, pueden considerarse 
afectos a la actividad, mientras que 
en el IRPF no se consideran elemen-
tos patrimoniales afectos. 

Los bienes de uso exclusivamente 
personal del sujeto pasivo o de su 
grupo de parentesco, o aquellos ce-
didos a personas o entidades vincu-
ladas por precio inferior al de merca-
do, no se consideran afectos. 

c) A efectos de determinar la par-
te del activo que está constituida por 
valores o elementos patrimoniales 
no afectos no se computan, por un 
lado, los siguientes valores: los poseí-
dos para dar cumplimiento a obliga-
ciones legales y reglamentarias; los 
que incorporan derechos de crédito 
nacidos de relaciones contractuales 
establecidas como consecuencia del 
desarrollo de actividades económi-
cas; los poseídos por sociedades de 
valores como consecuencia del ejer-
cicio de la actividad constitutiva de 
su objeto, y los que otorguen, al me-
nos, el 5% de los derechos de voto y 
se posean con la finalidad de dirigir y 
gestionar la participación, siempre 
que se disponga de la correspon-
diente organización de medios ma-
teriales y personales. 

Y por el otro lado, tampoco se 
computan como valores ni como 

elementos no afectos a actividades 
económicas, aquéllos cuyo precio de 
adquisición no supera el importe de 
los beneficios no distribuidos obteni-
dos por la entidad, siempre que di-
chos beneficios provengan de la rea-
lización de actividades económicas. 
Se establece como límite el importe 
de los beneficios obtenidos tanto en 
el propio año como en los últimos 10 
años anteriores.  

A estos efectos, se asimilan a los 
beneficios procedentes de activida-
des económicas los dividendos que 
procedan de los valores a que otor-
guen, al menos, el 5% de los dere-
chos de voto y se posean con la finali-
dad dirigir y gestionar la participa-
ción, cuando los ingresos obtenidos 
por la entidad participada procedan, 
al menos en el 90%, de la realización 
de actividades económicas. 

5.7. Vivienda habitual  
(art. 4. Nueve LIP) 

La vivienda habitual, entendida co-
mo aquella en la que el contribuyen-
te resida durante un plazo continua-
do de 3 años, está exenta hasta un 
importe máximo de 300.000 euros; 
importe que se aplica por cada sujeto 
pasivo propietario de la vivienda que 
en ella reside, como sería el caso de 
un matrimonio en régimen de ga-
nanciales, dado el carácter indivi-
dual del impuesto. 

Si el valor de la vivienda ganancial 
fuera superior a 600.000 euros, cada 
cónyuge tendría que declarar por el 
impuesto, en su caso, la mitad del ex-
ceso sobre dicho importe.  

6 

Sujeto pasivo (art. 5 LIP) 

Son sujetos pasivos del IP única y ex-
clusivamente las personas físicas in-
dividualmente consideradas (con in-
dependencia de cualquier otra per-
sona o entidad), por lo que quedan 
fuera del ámbito de aplicación no só-
lo las personas jurídicas y los entes 
sin personalidad jurídica, sino ade-
más, se excluye la posibilidad de tri-
butación familiar, pues la única for-
ma de tributación es la individual. 

El contribuyente va a estar obliga-
do a presentar declaración en el IP 
de dos formas distintas, dependien-
do de sus condiciones de residencia 
dentro o fuera del territorio nacio-
nal: obligación personal o real. 

6.1. Obligación personal  
de contribuir (art. 5. 1. a LIP])  

Estarán sujetos al impuesto por obli-
gación personal de contribuir las 
personas físicas, españolas o extran-
jeras, que tengan su domicilio o resi-
dencia habitual en territorio español, 
utilizando los mismos criterios de 
residencia descritos en la normativa 
del IRPF.  

En este caso, el contribuyente tri-
butará por todo su patrimonio mun-
dial (valor de bienes y derechos me-
nos el de las cargas y gravámenes y 
deudas) con independencia del lu-
gar en que se encuentren los bienes o D
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puedan ejercitarse los derechos. 
Además, para aquellos contribu-

yentes que habiendo sido residentes 
en territorio español pasen a tener su 
residencia en otro país, se establece 
la posibilidad de optar por seguir tri-
butando por obligación personal en 
España en el primer ejercicio en el 
que hayan perdido su condición de 
residentes; opción prevista para 
aquellas personas físicas para las que 
la tributación por obligación real re-
sulte más gravosa que la tributación 
por obligación personal, permitién-
doseles que opten por esta última si 
así lo desean.  

6.2. Obligación real de  
contribuir (arts. 5. 1. b LIP, 93 LIRPF  

y Disposición Adicional 4ª L 26/2014) 

Están sujetas al impuesto por obliga-
ción real de contribuir, tan sólo por 
los bienes y derechos de que sea titu-
lar cuando los mismos estén situa-
dos, puedan ejercitarse o hayan de 
cumplirse en territorio español, tan-
to las personas físicas que no tengan 
su residencia habitual en España, así 
como las personas físicas que ad-
quieran su residencia fiscal en Espa-
ña como consecuencia de su despla-
zamiento a territorio español (traba-
jadores desplazados), que opten por 
tributar por el IRNR manteniendo la 
condición de contribuyentes por el 
IRPF, durante el período impositivo 
en que se efectúe el cambio de resi-
dencia y durante los cinco períodos 
impositivos siguientes.  

En estos supuestos, el impuesto se 
exige exclusivamente por estos bie-
nes o derechos del sujeto pasivo, 
cualquiera que sea el valor de su pa-
trimonio neto.  

Además, existe la obligación de 
nombrar una persona física o jurídi-
ca con residencia en España para 
que les represente fiscalmente ante 
la Administración Tributaria en re-
lación con sus obligaciones por este 
impuesto, cuando operen por me-
diación de un establecimiento per-
manente o cuando por la cuantía y 
características del patrimonio del 
sujeto pasivo situado en territorio es-
pañol, así lo requiera la Administra-
ción tributaria, y a comunicar dicho 
nombramiento, debidamente acre-
ditado, antes del fin del plazo de de-
claración del impuesto. El incumpli-
miento de la obligación anterior 
constituirá una infracción tributaria 
grave. En todo caso, el depositario o 
gestor de los bienes o derechos de los 
no residentes responderá solidaria-
mente del ingreso de la deuda tribu-
taria correspondiente a este Impues-
to por los bienes o derechos deposi-
tados o cuya gestión tenga encomen-
dada. 

Con efectos de 1 de enero de 2015 
se reconoce a los contribuyentes no 
residentes que sean residentes en un 
Estado miembro de la Unión Euro-
pea o del Espacio Económico Euro-
peo el derecho a la aplicación de la 
normativa propia aprobada por la 
comunidad autónoma donde radi-
que el mayor valor de los bienes y de-
rechos de que sean titulares y por los 
que se exija el impuesto, porque es-
tén situados, puedan ejercitarse o 
hayan de cumplirse en territorio es-
pañol.  
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Atribución  
e imputación de 
patrimonios (arts. 7 y 8 LIP) 

El IP se plantea como un impuesto 
estrictamente individual, por lo que 
se excluye la alternativa de imposi-
ción familiar conjunta o de acumula-
ción de patrimonios de hijos meno-
res de edad con el progenitor o tutor. 
Es por ello que, a efectos de delimitar 
los elementos patrimoniales perte-
necientes a cada persona física, la 
LIP va a atribuir los bienes y dere-
chos a los sujetos pasivos según las 
normas de titularidad jurídica apli-
cables en cada caso, y en función de 
las pruebas aportadas por aquellos o 
descubiertas por la Administración; 
aunque la normativa puntualiza al 
respecto determinados extremos, 
tales como los siguientes: 

a) Los bienes y derechos pertene-
cientes a la unidad familiar se impu-
ta a su titular, de acuerdo con las nor-
mas civiles que regulan el régimen 
económico-matrimonial y las rela-
ciones patrimoniales entre los 
miembros de la familia. 

b) La titularidad de los bienes y 
derechos que sean comunes a ambos 
cónyuges, conforme a las normas re-
guladoras del régimen económico-
matrimonial, se atribuyen por mitad 
a cada uno de ellos. No obstante, se 
reconoce la posibilidad de que se jus-
tifique una cuota de participación 
distinta, establecida por los cónyu-
ges, al amparo de la libertad de pac-
tos matrimoniales. 

c) Las cargas, gravámenes, deu-
das y obligaciones deben atribuirse a 
los sujetos pasivos en función de las 
normas sobre titularidad jurídica 
aplicables en cada caso, incluidas las 
disposiciones reguladoras de los re-

gímenes económicos del matrimo-
nio. 

d) Tratándose de hijos menores, 
les pertenecen los bienes que hayan 
recibido a título lucrativo y los que 
hayan adquirido con su propio pecu-
lio. Los hijos menores pueden tener 
la propiedad, el usufructo y la admi-
nistración de determinados bienes. 

Paralelamente a la atribución, la 
LIP regula las normas sobre imputa-
ción en el caso de compraventas es-
peciales, ajustando su redacción a la 
realidad económica subyacente a es-
tas operaciones.  

Así, para la adquisición de bienes o 
derechos con precio aplazado, en to-
do o parte, el adquirente debe com-
putar íntegramente el valor del ele-
mento de que se trate y, como deuda, 
la parte aplazada de la contrapresta-
ción; mientras que el vendedor debe 
incluir entre los derechos de su pa-
trimonio el crédito contra el com-
prador, correspondiente a la parte 
de la contraprestación aplazada. 

Y si se trata de venta de bienes con 
reserva de dominio, mientras la pro-
piedad no se transmita al compra-
dor, éste deberá imputarse, como va-
lor de su derecho, la totalidad de las 
cantidades que hubiera entregado 
hasta la fecha del devengo del im-
puesto; mientras que el vendedor 
debe computar en su declaración el 
valor íntegro del bien, pero dedu-
ciendo como deudas las cantidades 
recibidas del comprador. 

Para finalizar, señalar que la LIP 
establece ciertas presunciones de ti-
tularidad de los bienes y derechos, 
que admiten prueba en contrario. 
Así, en primer lugar, ante la falta de 
la debida acreditación de la titulari-
dad de los bienes o derechos, la Ad-
ministración Tributaria puede con-
siderar como titular a quien así figu-
re en un registro fiscal (matrícula del 
IAE, padrón del IBI, etc.) u otros de 
carácter público (registro de la pro-
piedad, mercantil, etc.). 

De igual modo, se presume que 
forman parte del patrimonio del su-
jeto pasivo los bienes y derechos que 
le hubieran pertenecido en el mo-
mento del anterior devengo del im-
puesto, salvo prueba de transmisión 
o pérdida patrimonial. 
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Esquema  
de liquidación 

Valor bienes y derechos no exentos (Patrimonio Bruto) 
(–) Importe de las Deudas y cargas deducibles 

(=) Base Imponible (Patrimonio Neto) 
(–) Reducción por mínimo exento 

(=) Base Liquidable 
(x) Tipos según escala de gravamen 

(=) Cuota Íntegra 
(–) Reducción por límite conjunto con IRPF 

(–) Deducción por Doble Imposición Internacional 
(–) Bonificación por Ceuta y Melilla 

(–) Deducciones Autonómicas 

(=) Cuota Líquida a ingresar 
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Base Imponible  
(art. 9 LIP)  

La base imponible, determinada 
con carácter general en régimen de 
estimación directa, está constituida 
por el valor del patrimonio neto del 
sujeto pasivo, siendo éste último la 
diferencia entre el valor de los bie-
nes y derechos de que sea titular el 
sujeto pasivo, y las cargas y gravá-

menes de naturaleza real que dismi-
nuyan el valor de los respectivos 
bienes o derechos (excluyendo las 
de los exentos) y las deudas u obliga-
ciones personales de las que deba 
responder. 

Pese a lo anterior, en cuanto a las 
cargas y gravámenes a considerar 
para la determinación del patrimo-
nio neto, hay que tener en cuenta 
que no se deducen las que corres-
pondan a los bienes exentos; y, ade-
más, en los supuestos de obligación 
real de contribuir, sólo son deduci-
bles aquellas cargas y gravámenes 
que afecten a los bienes y derechos 
que radiquen en territorio español o 
puedan ejercitarse o hayan de cum-
plirse en el mismo, así como las deu-
das de los capitales invertidos en di-
chos bienes. 

Es por ello que la LIP proporcio-
na reglas de valoración para la tota-
lidad de los bienes y derechos com-
putables en la base imponible del 
Impuesto, tomando como referen-
cia el momento del devengo del 
mismo. Para ello, se establecen re-
glas de valoración específica para 
una serie de bienes y derechos, ce-
rrándose la regulación con un apar-
tado residual referido a los demás 
bienes y derechos de contenido 
económico. 

9.1. Bienes inmuebles  
(art. 10 LIP) 

Como regla general, el valor de los 
bienes inmuebles de naturaleza rús-
tica y urbana será el mayor de los tres 
siguientes: 

a) Valor catastral vigente a 31 de 
diciembre a efectos del Impuesto so-
bre Bienes Inmuebles. 

b) Valor comprobado por la Ad-
ministración a efectos de otros tribu-
tos –Impuesto sobre Transmisiones 
Patrimoniales y Actos Jurídicos Do-
cumentados (ITP y AJD), ISD, etc.–. 

c) El precio, contraprestación o 
valor de adquisición.  

Como reglas de carácter especial, 
hay que señalar las siguientes: 

a) Los inmuebles en fase de cons-
trucción se valorarán por las canti-
dades efectivamente invertidas en 
dicha construcción hasta la fecha de 
devengo del IP, más el correspon-
diente valor patrimonial del solar, 
determinado conforme a las normas 
generales expuestas anteriormente. 

b) En caso de tratarse de un in-
mueble en régimen de propiedad 
horizontal, la parte proporcional en 
el valor del solar se determina según 
el porcentaje fijado en el título por el 
que se constituye la propiedad hori-
zontal. 

c) Los derechos sobre bienes in-
muebles adquiridos mediante con-
tratos de multipropiedad, propiedad 
a tiempo parcial, o similares (los de-
nominados time-sharing) se valora-
rán de acuerdo a los siguientes crite-
rios: Si suponen la titularidad parcial 
del inmueble, se valorarán según las 
reglas generales de valoración de los 
inmuebles; y si no suponen la titula-
ridad parcial del inmueble (dere-
chos de aprovechamiento por turno 
de bienes inmuebles de uso turístico 
distinto de propiedad cualquiera 
que sea su naturaleza), se valorarán 
por el precio de adquisición de los 
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certificados o títulos representativos 
de los derechos. 

No obstante, desde la entrada en 
vigor de la Ley 4/2012, la primera re-
gla de valoración señalada no resulta 
aplicable al prever expresamente 
que el derecho real de aprovecha-
miento por turno no podrá en nin-
gún caso vincularse a una cuota indi-
visa de la propiedad; por lo que el de-
recho de aprovechamiento por tur-
no se valorará por su precio de ad-
quisición. 

d) Un caso particular lo constitu-
yen los inmuebles, viviendas o loca-
les de negocios, cuyo contrato de 
arrendamiento haya sido celebrado 
con anterioridad al 9 de mayo de 
1985, y siempre que dicho contrato 
subsista en la fecha del devengo del 
impuesto, el arrendador valorará el 
inmueble en el menor de las siguien-
tes cantidades: la que resulte de la 
aplicación de la renga general, o el 
resultado de capitalizar al 4% (esto 
es, dividir por 0,04 o multiplicar por 
25) la renta anual devengada duran-
te el año de referencia.  

9.2. Bienes y derechos afectos 
a actividades empresariales  
y profesionales (art. 11 LIP) 

Los bienes y derechos de los empre-
sarios y profesionales que se encuen-
tren afectos a sus actividades se 
computarán por el valor que resulte 
de su contabilidad, por diferencia 
entre el activo real y el pasivo exigi-
ble (es decir, patrimonio neto conta-
ble), siempre que se ajuste a lo dis-
puesto en el Código de Comercio. 

No obstante, los bienes inmuebles 
afectos a actividades empresariales o 
profesionales se valorarán como 
cualesquiera otros inmuebles, es de-
cir, por el mayor del valor catastral, 
el comprobado por la Administra-
ción o el precio de adquisición. De 
este modo, se evita computar los bie-
nes inmuebles por su valor histórico 
contable, con frecuencia inferior al 
valor real de este tipo de bienes; sal-
vo que los inmuebles formen parte 
del activo circulante de la correspon-
diente actividad empresarial y el ob-
jeto de la misma sea exclusivamente 
la construcción o promoción inmo-
biliaria, que se valorarán de acuerdo 
con la contabilidad ajustada al Códi-
go de Comercio. 

En los supuestos de inexistencia 
de contabilidad ajustada al Código 
de Comercio (normalmente en acti-
vidades que determinan su rendi-
miento en el IRPF mediante el siste-
ma de estimación objetiva), o si aún 
existiendo ésta no cumple los requi-
sitos establecidos por el Código de 
Comercio, la valoración de la activi-
dad será el resultado de aplicar a ca-
da uno de los bienes o derechos afec-
tos, uno por uno (de forma indivi-
dual), los criterios valorativos espe-
cíficos que para ellos corresponden 
en función de su naturaleza según la 
LIP.  

9.3. Depósitos en cuenta  
corriente o de ahorro,  
a la vista o a plazo (art. 12 LIP) 

La valoración de los depósitos en 
cuenta corriente o de ahorro, a la vis-
ta o a plazo, que no sean por cuenta 

de terceros (como las provisiones de 
fondos de abogados, procuradores, 
gestores, notarios, etc.), así como las 
cuentas de gestión de tesorería, 
cuentas financieras y similares, se 
hará teniendo en cuenta el mayor de 
los siguientes conceptos: el saldo a 31 
de diciembre o el saldo medio pon-
derado correspondiente al último 
trimestre del año. 

Se entiende por saldo medio tri-
mestral a que se refiere la LIP el sal-
do medio ponderado durante el 
cuarto trimestre del año natural; y 
para su cálculo no se computarán los 
fondos que se hayan retirado en el 
trimestre para adquirir bienes o de-
rechos que figuren en el patrimonio 
a 31 de diciembre, o para cancelar o 
reducir deudas (evitando una doble 
imposición sobre tales bienes al 
computar primero el dinero en el 
saldo medio ponderado y, segundo, 
los bienes adquiridos con dicho di-
nero). Tampoco se tendrán en cuen-
ta los ingresos que se hayan efectua-
do en el trimestre y que procedan de 
préstamos o créditos, aunque, en es-
te caso, la deuda tampoco se deduci-
rá como tal. 

En el caso de cuentas de titulari-
dad múltiple, el saldo debe prorra-
tearse por igual entre sus titulares 
salvo que éstos hubiesen establecido 
otra proporción. Sin embargo, habrá 
que atender a la naturaleza de la 
cuenta analizando si existen varios 
titulares o sólo uno, siendo el resto 
simples autorizados, en cuyo caso 
todo el valor se le imputa al titular.  

9.4. Valores representativos de 
la cesión a terceros de capitales 
propios (art. 13 y 14 LIP) 

9.4.1. Valores negociados en  
mercados organizados (art. 13 LIP)  

Si los activos son cotizados en mer-
cados secundarios organizados, ta-
les como obligaciones, bonos, cédu-
las, deuda pública (tanto del Estado 

como de las comunidades autóno-
mas), entre otros, se computan se-
gún su valor de negociación media 
del cuarto trimestre de cada año, 
cualquiera que sea su denomina-
ción, representación y la naturaleza 
de los rendimientos obtenidos. A es-
tos efectos, el Ministerio de Hacien-
da y Administraciones Públicas pu-
blica anualmente una Orden Minis-
terial que contiene la relación de los 
diferentes valores existentes en el 
mercado y su cotización del cuarto 
trimestre.  

9.4.2. Valores no negociados en 
mercados organizados (art. 14 LIP) 

Cuando los activos, tales como certi-
ficados de depósito, pagarés, bonos y 
demás valores de renta fija que no se 
negocien en mercados secundarios 
organizados, se deben valorar por su 
valor nominal, incluidas, en su caso, 
las primas de amortización o reem-
bolso, cualquiera que sea su denomi-
nación, representación y la naturale-
za de los rendimientos obtenidos. Se 
trata de valores que no figuran en la 
relación aprobada por el Ministerio 
de Hacienda y Administraciones Pú-
blicas. 

9.5. Valores representativos  
de la participación en los fon-
dos propios de cualquier tipo 
de entidad (arts. 15 y 16 LIP) 

9.5.1. Valores negociados en  
mercados organizados (art. 15 LIP)  

Como regla general, cuando las ac-
ciones y participaciones en el capi-
tal social o fondos propios en enti-
dades jurídicas, sociedades y fon-
dos de inversión son negociados en 
mercados secundarios organiza-
dos, se van a computar según su va-
lor de negociación media del cuatro 
trimestre de cada año. A estos efec-
tos, el Ministerio de Hacienda y Ad-
ministraciones Públicas publica 
anualmente una Orden Ministerial 

que contiene la relación de los dife-
rentes valores existentes en el mer-
cado y su cotización del cuarto tri-
mestre. 

Por su parte, la norma prevé las si-
guientes reglas particulares: en pri-
mer lugar, se excluyen las acciones y 
participaciones en el capital social, o 
en el fondo patrimonial de las Insti-
tuciones de Inversión Colectiva, que 
se valorarán, en todos los casos (es 
decir, independientemente de que 
se negocien o no en mercados orga-
nizados), por su valor liquidativo a 31 
de diciembre de cada año. 

En el caso de suscripción de nue-
vas acciones no admitidas todavía a 
cotización oficial emitidas por socie-
dades cotizadas, se toma como valor 
de las acciones el de la última nego-
ciación de los títulos antiguos dentro 
del período de suscripción. 

Y, en los supuestos de ampliacio-
nes de capital pendientes de desem-
bolso, la valoración de las acciones 
debe hacerse siguiendo las anterio-
res reglas, como si estuviesen total-
mente desembolsadas, incluyendo la 
parte pendiente de desembolso co-
mo deuda del sujeto pasivo. 

9.5.2. Valores no negociados en 
mercados organizados (art. 16 LIP) 

Como regla general, en el caso de las 
acciones y participaciones en el capi-
tal social o en los fondos propios de 
cualquiera otra entidad jurídica no 
negociada en mercados organiza-
dos, incluidas las participaciones en 
el capital social de Cooperativas, 
pueden darse dos situaciones distin-
tas: 

a) En el caso de que el último ba-
lance aprobado, obligatoria o volun-
tariamente haya sido sometido a re-
visión y verificación, y el informe de 
auditoría haya sido favorable, se 
computará por el valor teórico resul-
tante de dicho balance. 

b) Por el contrario, en caso de que 
el balance no haya sido auditado, o el 
informe no haya sido favorable, la 

valoración se realizará por el mayor 
de los tres siguientes: el valor nomi-
nal; el valor teórico resultante del úl-
timo balance aprobado; o el valor re-
sultante de capitalizar al 20% (esto 
es, dividir por 0,20 o multiplicar por 
5) el promedio de los beneficios (es 
decir, los dividendos distribuidos y 
las asignaciones a reservas excluidas 
las de actualización o regularización 
de balance) de los tres ejercicios so-
ciales cerrados con anterioridad a la 
fecha de devengo del impuesto. 

Como reglas especiales, las accio-
nes y participaciones en Institucio-
nes de Inversión Colectiva se com-
putan por valor liquidativo al 31 de 
diciembre de cada año, conforme a 
las normas de la legislación específi-
ca de dichas entidades, y siendo de-
ducciones las obligaciones con ter-
ceros. Y, en cuanto a la participación 
de los socios o asociados en el capital 
de las cooperativas, se valorará por la 
totalidad de las aportaciones sociales 
desembolsadas, obligatorias o vo-
luntarias, según resulte del último 
balance aprobado, con deducción, si 
procede, de las pérdidas sociales no 
reintegradas. 

9.6. Seguros de vida y rentas 
temporales o vitalicias  
(art. 17 LIP) 

Los seguros de vida se computan en 
la declaración del IP por su valor de 
rescate a 31 de diciembre de cada 
año, valor que debe suministrar la 
entidad aseguradora aunque esté re-
conocido en la póliza correspon-
diente; y cuando no exista valor de 
rescate, el seguro no está sujeto al IP. 
Dicho valor se le imputa al tomador 
del seguro, y en ningún caso al bene-
ficiario o asegurado. 

Las rentas temporales o vitalicias 
constituidas como consecuencia de 
la entrega de un capital en dinero, 
bienes muebles o inmuebles, se rea-
liza por su valor de capitalización a 
31 de diciembre. Se trata de capitali-
zar la renta anual al interés legal del 
dinero establecido en la Ley de Pre-
supuestos Generales del Estado para 
el año en cuestión (3,50% para el año 
2015), y aplicar a la cantidad resul-
tante los siguientes porcentajes pro-
pios del usufructo temporal o vitali-
cio: 

a) Si la renta es temporal, el por-
centaje resultante de aplicar el 2% 
por cada año de duración de la renta, 
con un máximo del 70%. 

b) Si la renta es vitalicia, el porcen-
taje resultante de aplicar el 70% si el 
beneficiario tiene menos de 20 años, 
y un punto porcentual menos (1%) 
por cada año de más que tenga el be-
neficiario, con un porcentaje míni-
mo del 10%. Como regla práctica, el 
porcentaje a aplicar se calcula res-
tando a 89 la edad del usufructuario. 

9.7. Joyas, pieles de carácter 
suntuario, vehículos,  
embarcaciones y aeronaves 
(art. 18 LIP) 
Las joyas, pieles de carácter suntua-
rio, automóviles, vehículos de dos o 
tres ruedas cuya cilindrada sea igual 
o superior a 125 centímetros cúbicos, 
embarcaciones de recreo o de depor-
tes náuticos, aviones, avionetas, vele-
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ros y demás aeronaves se computan 
por su valor de mercado a 31 de di-
ciembre de cada año.  

El contribuyente podrá utilizar, 
para determinar el valor de mercado, 
las tablas de valoración de vehículos, 
embarcaciones y aeronaves usados 
aprobadas por el Ministerio de Ha-
cienda y Administraciones Públicas a 
efectos del ITP y AJD, ISD, e Im-
puesto Especial sobre Determinados 
Medios de Transporte, vigentes en el 
momento del devengo del IP.  

La comprobación de los valores 
de todos estos objetos puede reali-
zarse mediante tasación pericial 
contradictoria.  

9.8. Objetos de arte  
y antigüedades (art. 19 LIP) 

Sin perjuicio de que buena parte de 
los objetos de arte y antigüedades 
queden exentos, cuando no suceda 
así estos bienes deben computarse 
por su valor de mercado a 31 de di-
ciembre, admitiéndose para su com-
probación la tasación pericial con-
tradictoria. Y, cuando el valor de es-

tos objetos de arte y antigüedades 
excede de la cuantía que resulta 
exenta, se computa por el total. 

Un caso particular lo constituyen 
las colecciones filatélicas, las cuales 
no se encuentran mencionadas en la 
relación de bienes exentos, por lo 
que ha de acudirse, a falta de un cri-
terio específico de valoración, a la 
norma residual, conforme a la cual 
ha de atenderse a su valor de merca-
do en la fecha de devengo del im-
puesto. 

9.9. Derechos reales  
de uso y disfrute (art. 20 LIP) 

La existencia de derechos reales 
afectará a la declaración del IP, tanto 
del titular del bien como del titular 
del derecho real. 

Así, para el propietario del bien 
supone una carga o gravamen que 
minorará el valor de dicho bien en el 

importe en que esté valorado el de-
recho real. Como valor de referencia 
para determinar el valor del derecho 
real se tomará siempre el asignado al 
bien con arreglo a las propias reglas 
del IP. 

Por el contrario, para el titular del 
derecho real supone la existencia de 
un elemento patrimonial que deberá 
valorarse de acuerdo con las normas 
del ITP y AJD, en el que los criterios 
de valoración establecidos son los si-
guientes: 

a) El usufructo temporal se valo-
rará aplicando un 2% al valor del 
bien objeto del usufructo por cada 
período de un año que reste de usu-
fructo a 31 de diciembre, sin que el 
porcentaje exceda del 70%. 

b) El usufructo vitalicio se valora-
rá en el 70% del valor del bien cuan-
do el usufructuario sea menor de 20 
años, minorando dicho porcentaje a 
medida que aumente la edad en un 
1% por cada año de más (como regla 
práctica, el porcentaje a aplicar se 
calcula restando a 89 la edad del usu-
fructuario). 

c) Por su parte, la nuda propiedad 

se valora por la diferencia entre el 
valor del usufructo y el valor total de 
bien. 

d) Los derechos de uso y habita-
ción se valoran aplicando las reglas 
establecidas para los usufructos al 
75% del valor de los bienes sobre los 
que fueran impuestos tales dere-
chos. 

e) Y, respecto a otros derechos 
reales (tales como por ejemplo el de 
superficie, servidumbre, censo, etc.) 
se computarán por el mayor de los 
siguientes valores: el capital, precio o 
valor que las partes hubiesen pacta-
do al constituirlos, o el valor de capi-
talizar al interés legal del dinero 
(3,50% para 2015) la renta o pensión 
anual. 

9.10. Concesiones  
administrativas (art. 21 LIP) 

Las concesiones administrativas pa-

ra la explotación de servicios o bie-
nes de dominio o titularidad pública, 
cualquiera que sea su duración, se 
valorarán con arreglo a los criterios 
señalados en el ITPyAJD. 

No obstante, las concesiones afec-
tas a actividades empresariales se 
computarán por su valor neto conta-
ble, si existe contabilidad, o por los 
criterios generales y específicos si-
guientes si no existe. 

Así como reglas generales, nos en-
contramos las siguientes: 

a) Cuando la Administración se-
ñala una cantidad total en concepto 
de precio o canon a satisfacer por el 
concesionario, se toma dicho impor-
te. 

b) Cuando la Administración se-
ñala un canon, precio, participación 
o beneficio mínimo fijo y periódico, 
se dan dos supuestos: si la concesión 
es inferior a 1 año, se toma la suma de 
las prestaciones periódicas; y si es 
superior a 1 año, se toma el valor de 
capitalización al 10% (esto es, dividir 
por 0,10 o multiplicar por 10) de la 
cantidad anual a satisfacer. 

c) Cuando la Administración exi-

ge el pago de una cantidad periódica, 
pero variable, se distinguen dos posi-
bilidades: si la razón o motivo de la 
variación es consecuencia exclusiva 
de la revisión de precios, se capitali-
zará el importe del primer año; y si 
los motivos de la variación son otros, 
cuya razón matemática se conozca 
en el momento de la concesión, la ca-
pitalización girará sobre la media 
anual de las cantidades a satisfacer a 
lo largo de la concesión. 

d) Cuando el concesionario esté 
obligado a revertir a la Administra-
ción bienes determinados, se com-
putará por el valor del Fondo de re-
versión que aquél deba de constituir. 

En los casos en que no puedan 
aplicarse las reglas generales antes 
mencionadas, las reglas a aplicar son 
las siguientes: 

a) Aplicando al valor de los activos 
fijos afectos a la explotación, uso o 
aprovechamiento de que se trate un 

porcentaje del 2% por cada año de 
duración de la concesión, con el mí-
nimo del 10%, y sin que el máximo 
pueda exceder del valor de los acti-
vos (100% de los activos). 

b) Si no es aplicable la regla ante-
rior, se tomará la valoración señala-
da por la respectiva Administración 
Pública otorgante. 

c) En defecto de las anteriores, 
por el valor declarado por los intere-
sados, sin perjuicio del derecho de la 
Administración para proceder a su 
comprobación. 

9.11. Derechos derivados  
de la propiedad intelectual  
e industrial (art. 22 LIP) 

Con carácter general, los derechos 
derivados de la Propiedad Intelec-
tual e Industrial, adquiridos de ter-
ceros, deben incluirse en el patrimo-
nio del adquirente por su valor de 
adquisición. 

No obstante, cuando estos dere-
chos se hayan adquirido en el ejerci-
cio de una actividad empresarial o 
profesional y estén afectos a las mis-
mas, no serán objeto de valoración 
independiente, sino que se valora-
rán junto con los demás bienes y de-
rechos afectos a dichas actividades, 
teniendo en cuenta la exención de la 
obra propia de los artistas mientras 
permanezca en el patrimonio del 
autor.  

9.12. Opciones contractuales 
(art. 23 LIP) 

Se entiende por contrato de opción 
aquel que faculta a una persona para 
que, a su arbitrio y dentro de un pe-
ríodo máximo pactado, pueda deci-
dir acerca del perfeccionamiento de 
un contrato principal (generalmente 
de compraventa) frente a otra perso-
na que, de momento, queda vincula-
da a soportar los resultados de dicha 
libre decisión del titular del derecho 
de opción. 

Las opciones de contratos se valo-
ran según lo establecido en el ITP y 
AJD, es decir, por el mayor de: el 
precio especial convenido, o el 5% 
del valor asignado al contrato sobre 
el que recaigan dichas opciones. To-
do ello, sin perjuicio de la existencia 
de precio convenido al otorgarlas, en 
cuyo caso se toma éste, a no ser que 
sea menor al que resulta del criterio 
anterior. 

9.13. Demás bienes y derechos 
de contenido económico  
(art. 24 LIP) 

Como criterio residual o de cierre, la 
valoración de aquellos bienes y dere-
chos de contenido económico, no 
contemplados en las reglas anterior-
mente expuestas, será su precio de 
mercado a 31 de diciembre de cada 
año. Para la comprobación de la va-
loración de estos bienes y derechos 
se admite la tasación pericial contra-
dictoria. 

A modo de ejemplo, este criterio 
residual de valoración será aplicable 
a supuestos como los siguientes: el 
metálico disponible que no estuviese 
ingresado en ninguna entidad de 
crédito, los préstamos, el alquiler de 
bienes muebles, la propiedad de un 

nicho, los créditos que el sujeto pasi-
vo tenga contra la Administración 
Tributaria por cualquier concepto, 
las indemnizaciones pendientes de 
cobro a favor del sujeto pasivo a 31 de 
diciembre, los salarios de tramita-
ción acordados en expedientes de 
despido improcedente y pendientes 
de cobro, los objetos con valor eco-
nómico no calificados como objetos 
de arte o antigüedades (tales como 
sellos, monedas, coches antiguos, 
etc.), entre otros. 

9.14. Cargas y gravámenes, 
deudas y obligaciones 
(art. 25 LIP) 

Para la determinación del patrimo-
nio neto, son deducibles las cargas y 
gravámenes de naturaleza real cuan-
do disminuyan el valor de los respec-
tivos bienes o derechos, y las deudas 
y obligaciones de carácter personal 
de las que debe responder el sujeto 
pasivo. 

Las deudas se valoran por su no-
minal (sin incluir los intereses) en la 
fecha del devengo del impuesto, 
siempre que cuenten con la debida 
justificación por cualquier medio de 
prueba admitido en Derecho. 

El valor de las cargas y graváme-
nes que recaen sobre los bienes se 
restan directamente del valor de es-
tos, determinando un menor valor 
del patrimonio bruto (suma de los 
activos). Ello motiva que cargas y 
gravámenes sólo sean deducibles 
hasta el importe del valor del bien 
sobre el que recaen (no cabe una va-
loración negativa). 

Por el contrario, las deudas y obli-
gaciones, en general, se descuentan 
globalmente del patrimonio bruto 
para calcular el patrimonio neto, sin 
que exista límite en la cuantía dedu-
cible. 

Se establecen algunas normas 
cautelares, que pretenden evitar la 
duplicidad en la deducción de la 
deuda. Así, no son deducibles: 

a) Las cantidades avaladas, mien-
tras el deudor principal no haya re-
sultado fallido. De modo similar, en 
caso de obligación solidaria, no pue-
den deducirse las cantidades avala-
das hasta que se ejercite el derecho 
contra el avalista. 

b) Las hipotecas que garanticen el 
precio aplazado en la adquisición de 
un bien, sin perjuicio de que sí lo sea 
el precio aplazado o deuda garanti-
zada. 

c) Las deudas contraídas para la 
adquisición de bienes y derechos 
exentos. Cuando la exención sea 
parcial, la deuda no es deducible en 
la parte proporcional de la exención. 

Respecto a la deducción de las 
cuotas de distintos tributos, hay que 
efectuar la siguiente distinción: 

a) Cuotas del IRPF. Son deduci-
bles como deudas en el IP las cuotas 
diferenciales positivas del IRPF pen-
dientes de liquidación, ya que la falta 
de exigencia a 31 de diciembre no 
significa que la deuda no exista. 

b) Cuota del propio IP. Las cuo-
tas resultantes del ejercicio liquida-
do no son deducibles como deuda en 
la declaración realizada. Se conside-
ra que el IP grava el patrimonio neto 
antes de pagar el impuesto. 

c) Cuota del ISD. Es deducible la 
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cuota tributaria correspondiente al 
ISD por su importe nominal, siem-
pre que la misma se hubiera deven-
gado y no estuviese pagada a 31 de di-
ciembre.  

9.15. Tasación pericial  
contradictoria (art. 27 LIP) 

La gran dificultad práctica que supo-
ne la determinación del valor de 
mercado de un elemento patrimo-
nial hace que, en ocasiones, el valor 
declarado por el contribuyente difie-
ra de la valoración realizada por la 
Administración. Por esta razón, la 
LIP recoge la posibilidad de acudir a 
la tasación pericial contradictoria, la 
cual sólo es posible respecto a aque-
llos bienes a los que les es de aplica-
ción el criterio residual del valor de 
mercado. 

Ante la valoración de un determi-
nado bien o derecho hecha por el su-
jeto pasivo en su declaración, la Ad-
ministración podrá contradecir di-
cha valoración apoyándose en el jui-
cio de un técnico experto, y por tanto 
exigir una liquidación complemen-
taria por el exceso (en el caso de que 
la valoración de la Hacienda sea ma-
yor que la hecha por el sujeto pasi-
vo). Llegados a este punto, el intere-
sado podrá oponerse presentando 
una tasación refrendada por un peri-
to independiente, que se comparará 
con la de la Administración. 

Por último, en el caso de que el va-
lor defendido por la Administración 
no exceda del 10% de la del perito del 
sujeto pasivo o no sea superior a 
120.000 �, del defendido por el perito 
del sujeto pasivo, prevalecerá este 
último; y en caso contrario, se acudi-
rá a un tercero independiente elegi-
do por sorteo público, que realizará 
una tasación definitiva.  

10 

Base liquidable  
(art. 28 LIP)  

La base liquidable se obtiene restan-
do de la base imponible la cantidad 
fijada como mínimo exento. Su im-
porte es la cuantía que, en su caso, 
haya aprobado la comunidad autó-
noma respectiva, en el ejercicio de 
sus competencias normativas y res-
pecto de los sujetos pasivos que ten-
gan su residencia habitual en su te-
rritorio. Si la comunidad autónoma 
no hubiera regulado el citado míni-

mo exento, la base imponible se re-
ducirá en 700.000 �. 

Esta reducción es la única permi-
tida por la LIP, siendo aplicable por 
los sujetos pasivos del impuesto por 
obligación personal de contribuir, a 
los sujetos pasivos no residentes que 
tributen por obligación personal y a 
los sujetos pasivos sometidos a obli-
gación real.  

11 

Cuota íntegra  
(arts. 30 y 31 LIP)  

Para obtener la cuota íntegra, se apli-
cará a la base liquidable la escala de 
tipos de gravamen que haya sido 
aprobada por cada comunidad autó-
noma, cuya estructura es progresiva 
por tramos, al igual que la del IRPF; y 
en su defecto, la escala alternativa es 
la siguiente, prevista en la LIP, la cu-
al también es aplicable en caso de 
obligación real de contribuir y de su-
jetos pasivos no residentes que tri-
butan por obligación personal (ver 
cuadro 1). 

12 

Límite a la cuota 
íntegra: cuota mínima  
(art. 31 LIP)  

La LIP establece que cuando la su-
ma de la cuota íntegra de Patrimonio 
(considerando solamente la parte 
correspondiente a bienes suscepti-
bles de producir rentas) y la cuota ín-
tegra del IRPF excedan del 60% de 
la base imponible general y del aho-
rro del IRPF del ejercicio, deberá re-
ducirse la cuota íntegra del Patrimo-
nio hasta dicho límite, o dicho de 
otra manera: CI (IP) + CI (IRPF) < 
60% BI (IRPF). 

Para su aplicación deben conside-
rarse las dos siguientes reglas. En 
primer lugar, no se tienen en cuenta: 
a) La parte de la base imponible 

del ahorro derivada de ganancias y 
pérdidas patrimoniales que corres-
ponda al saldo positivo de las obteni-
das por las transmisiones de los ele-
mentos patrimoniales adquiridos o 
de mejoras realizadas en los mismos 
con más de un año de antelación a la 
fecha de transmisión, ni la parte de 

las cuotas íntegras del IRPF corres-
pondientes a dicha parte de la base 
imponible del ahorro. 

A la base imponible del ahorro se 
le deben sumar el importe de los di-
videndos y participaciones en bene-
ficios que procedan de ejercicios en 
los que haya sido de aplicación el ré-
gimen especial de las sociedades pa-
trimoniales, cualquiera que sea la 
entidad que reparta los beneficios 
obtenidos por las sociedades patri-
moniales. 
b) La parte de la cuota íntegra del 

IP que corresponda a bienes que, por 
su naturaleza o destino, no sean sus-
ceptibles de producir rendimientos 
gravados por el IRPF. Como ejem-
plos de elementos que no hay que te-
ner en cuenta tenemos: las joyas, au-
tomóviles de uso particular, solares, 
préstamos sin interés, dinero en caja 
fuerte, etc. 

La segunda regla hace referencia a 
cuando en el IRPF los miembros de 
la unidad familiar hayan optado por 
la tributación conjunta, para el cál-
culo del límite de las cuotas íntegras 
conjuntas del IRPF y las individuales 
del IP se acumulan las cuotas ínte-
gras devengadas por los citados 
miembros en el IP. Si procede redu-
cir las cuotas del IP, su cuantía se 
prorratea entre los sujetos pasivos, 
en proporción al importe de sus cuo-
tas íntegras de IP, sin perjuicio de lo 
señalado anteriormente. 

Una vez determinado el exceso 
sobre el límite del 60%, la cuota ínte-
gra total del IP se reducirá en la me-
nor de estas dos cantidades: el exce-
so sobre el límite del 60% de la base 
imponible de la parte general de 

IRPF, o el 80% de la cuota íntegra to-
tal del IP. 

El concepto de cuota mínima esta-
blecido en la ley, se define a partir de 
la cuota íntegra del IP, reducida en el 
límite anterior (cuya finalidad es gra-
var la titularidad de importantes pa-
trimonios, aún cuando la base impo-
nible del IRPF sea reducida). Como 
mucho, se podrá aplicar una reduc-
ción del 80% de la cuota íntegra del 
IP, por lo que, gracias a esta cuota 
mínima, la Administración se asegu-
ra un ingreso mínimo en concepto 
de IP, ya que se deberá computar, en 
todo caso, el 20% de dicha cuota ín-
tegra. 

Sin embargo, no se debe perder de 
vista el hecho de que este ánimo re-
caudatorio de la Hacienda puede 
causar que el Impuesto pueda llegar 
a resultar confiscatorio, es decir, que 
un sujeto pasivo con rentas reduci-
das y patrimonio elevado se vea obli-
gado a vender parte de éste para ha-
cer frente al pago del IP. 

13 

Cuota líquida  
(arts. 32 y 33 LIP) 

Sobre la cuota íntegra obtenida por 
la aplicación de la tarifa se practican, 
en su caso, las deducciones y bonifi-
caciones previstas en la normativa 
del impuesto para determinar la 
cuota líquida del ejercicio o cuota a 
ingresar. 

Las comunidades autónomas 
pueden regular en su territorio las 
bonificaciones y deducciones en el 
PI que se aplicarán con posteriori-
dad a las estatales. Además, éstas de-
ben resultar compatibles con las bo-
nificaciones y deducciones estatales, 
que no pueden ser modificadas por 
las de las comunidades autónomas. 

13.1. Deducción por impuestos 
satisfechos en el extranjero  
(art. 32 LIP) 

La LIP determinar que en el caso de 
obligación personal de contribuir 
(nunca en el caso de obligación real), 
y sin perjuicio de lo dispuesto en los 
Tratados y Convenios Internaciona-
les (ya que si los hubiese, se aplica-
rían éstos), se puede aplicar esta de-
ducción por Impuestos satisfechos 
en el extranjero, con lo que se pre-
tenden resolver unilateralmente los 
problemas de doble imposición in-
ternacional que puedan surgir de la 
coexistencia del IP con un impuesto 
extranjero de características simila-
res. 

Por los bienes que radiquen y los 
derechos que puedan ejercitarse o 
cumplirse fuera de España, se podrá 
deducir la menor de las dos cantida-
des siguientes: 
a) El importe efectivo de lo satis-

fecho en el extranjero por razón de 
un gravamen de carácter personal 
que afecte a los elementos patrimo-
niales computados en el Impuesto. 
b) El resultado de aplicar el tipo 

medio efectivo de gravamen a la par-
te de base liquidable gravada en el 
extranjero.  
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        Base liquidable            Cuota íntegra           Resto base liquidable           Tipo aplicable 
      (hasta, en euros)                (euros)                      (hasta, en euros)                 (porcentaje) 

                           0                                                0                                              167.129,45                                            0,2 

                  167.129,45                                  334,26                                         167.123,43                                            0,3 

                 334.252,88                                 835,63                                        334.246,87                                           0,5 

                 668.499,75                               2.506,86                                     668.499,76                                           0,9 

                1.336.999,51                             8.523,36                                    1.336.999,50                                          1,3 

                2.673.999,01                            25.904,35                                  2.673.999,02                                          1,7 

                5.347.998,03                            71.362,33                                   5.347.998,03                                          2,1 

              10.695.996,06                         183.670,29                                   En adelante                                           2,5
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La parte de base liquidable grava-
da en el extranjero se determina di-
videndo el valor de los bienes y dere-
chos gravados en el extranjero entre 
el valor total de los bienes y dere-
chos, y multiplicando el resultado de 
este cociente por la base liquidable. 
Y, el tipo medio efectivo de grava-
men se calcula dividiendo la cuota 
íntegra entre la base liquidable, y 
multiplicando por 100 este cociente, 
expresando el resultado con dos de-
cimales.  

13.2. Bonificación general 

Con efectos desde el 1 de enero de 
2008, se estableció en el ámbito esta-
tal una bonificación del 100% a los 
sujetos pasivos por obligación perso-
nal o real de contribuir. No obstante, 
con efectos para los ejercicios 2011 a 
2015, se ha reactivado el impuesto 
eliminándose la citada bonificación. 

Sin embargo, algunas Comunida-
des Autónomas han aprobado una 
bonificación general autonómica de 
la cuota (que no en todos los casos es 
del 100%) resultante de aplicar las 
deducciones y bonificaciones regu-
ladas por la normativa del Estado, si 
dicha cuota es positiva.  

13.3. Bonificación de la cuota 
en Ceuta y Melilla (art. 33 LIP) 

Para los ejercicios 2011 a 2015, es de 
aplicación la bonificación del 75% de 
la parte proporcional de la cuota que 
corresponda a los bienes o derechos 
de contenido económico situados o 
que debieran ejercitarse o cumplirse 
en Ceuta y Melilla. En general, la bo-
nificación sólo es aplicable a los resi-
dentes en dichas plazas. Sin embar-
go, también lo es para los no residen-
tes, cuando se trate de acciones u 
otros valores representativos del ca-
pital social de entidades domicilia-
das y con objeto social en tales pla-
zas, o cuando se trate de estableci-
mientos permanentes allí situados.  

13.4. Patrimonio protegido de 
las personas con discapacidad 

Si entre los bienes o derechos com-
putados para la determinación de la 
base imponible se incluyen aquéllos 
que forman parte del patrimonio es-
pecialmente protegido del contribu-
yente constituido al amparo de la 
Ley 41/2003, pueden aplicarse una 
bonificación del 99% en la parte de la 
cuota que proporcionalmente co-
rresponda a dichos bienes o dere-
chos. 

14 

Gestión del Impuesto 

14.1. Devengo del Impuesto  
(art. 29 LIP) 

El devengo del impuesto se produce 
el 31 de diciembre de cada año, no 
existiendo posibilidad alguna de otra 
fecha de devengo, y afecta exclusiva-
mente al patrimonio del cual sea ti-
tular el contribuyente en dicha fe-

cha, por lo que cualquier alteración 
en la composición del patrimonio 
del sujeto pasivo producida durante 
el ejercicio, carece de trascendencia 
alguna a efectos del IP. 

Si un contribuyente fallece antes 
de esta fecha, no se devenga el im-
puesto respecto de él, sin perjuicio 
de que hayan de imputarse dichos 
bienes a sus herederos. Y, si por el 
contrario, se produce el fallecimien-
to el mismo 31 de diciembre, se de-
vengaría el Impuesto en la persona 
del fallecido.  

14.2. Obligados a declarar,  
autoliquidación y pago  
(arts. 34, 36 y 37 LIP) 

Están obligados a presentar la decla-
ración y autoliquidar el impuesto los 
sujetos pasivos (tanto por obligación 
real como por obligación personal) 
en los que concurra cualquiera del 
doble límite siguiente: 
a) Su cuota tributaria, una vez 

aplicada las correspondientes de-
ducciones o bonificaciones, resulte a 
ingresar. 
b) Cuando no dándose esta cir-

cunstancia, el valor de sus bienes o 
derechos, determinados de acuerdo 
con las normas reguladoras del im-
puesto, resulta superior a 2.000.000 
euros. A efectos de la aplicación de 
este sentido límite, deberán tenerse 
en cuenta todos los bienes y dere-
chos del sujeto pasivo, estén o no 

exentos del Impuesto, computados 
sin considerar las cargas y graváme-
nes que disminuyan el valor de los 
mismos, ni tampoco las deudas u 
obligaciones personas de las que de-
ba responder el sujeto pasivo. 

Así pues, los sujetos pasivos del IP 
obligados a presentar declaración, 
también lo están a practicar autoli-
quidación y, en su caso, a ingresar la 
deuda tributaria (la cual deberá ha-
cerse efectiva en el momento de pre-
sentar la declaración por el Impues-
to en la forma, lugar y plazos regla-
mentariamente establecidos). 

Sin perjuicio de la posibilidad de 
solicitar aplazamiento o fracciona-
miento, el pago de la deuda tributa-
ria resultante del IP podrá realizarse 
en efectivo, mediante adeudo o car-
go en cuenta o mediante domicilia-
ción bancaria.  

Asimismo, el pago o extinción de 
las deudas tributarias podrá realizar-
se mediante la entrega de bienes in-
tegrantes del Patrimonio Histórico 
Español que estén inscritos en el In-
ventario General de Bienes Muebles 
o en el Registro General de Bienes de 
Interés Cultural; o por compensa-
ción con créditos tributarios recono-
cidos por acto administrativo a favor 
del mismo obligado tributario. 

14.3. Plazo y forma  
de presentación (art. 38 LIP) 

El plazo de presentación de las auto-

liquidaciones del IP, cualquiera que 
sea su resultado (a ingresar o negati-
va) es el comprendido entre los días 
6 de abril y 30 de junio de 2016, am-
bos inclusive. No obstante, si el re-
sultado de la declaración es a ingre-
sar y su pago se domicilia en cuenta, 
la presentación no podrá realizarse 
con posterioridad al día 25 de junio 
de 2016. 

Los sujetos pasivos del IP deberán 
realizar de forma obligatoria la pre-
sentación electrónica por Internet 
de la declaración correspondiente a 
este impuesto mediante el Modelo 
714, en cuya presentación se deberá 
tener en cuenta lo siguiente: 
a) Las autoliquidaciones del IP 

deberán confeccionarse utilizando 
el programa de ayuda desarrollado 
por la Agencia Tributaria, con el que 
los sujetos pasivos podrán cumpli-
mentar sus declaraciones, introdu-
ciendo los datos necesarios a través 
de los correspondientes formularios 
de entrada de datos, y generar los fi-
cheros electrónicos de las mismas 
para su presentación telemática. 
b) La presentación electrónica 

por Internet puede realizarse utili-
zando un certificado electrónico que 
resulte admisible por la Agencia Es-
tatal de la Administración Tributa-
ria, e incluso también mediante el 
sistema Cl@ve. 
c) Finalmente, podrán presen-

tarse electrónicamente por Inter-
net mediante la consignación del 

Número de Identificación Fiscal 
(NIF) del obligado tributario u obli-
gados tributarios y del número o 
números de referencia puestos a 
disposición del contribuyente por 
la Agencia Estatal de la Administra-
ción Tributaria.  

14.4. Infracciones y sanciones 
(arts. 6.2 y 39 LIP) 

El incumplimiento por parte de los 
sujetos pasivos no residentes de de-
signar un representante con resi-
dencia en España para que les repre-
sente ante la Administración tributa-
ria en relación con sus obligaciones 
por este Impuesto, constituye un su-
puesto específico de infracción tri-
butaria grave sancionable con una 
multa pecuniaria fija de 1.000 euros, 
y se graduará incrementando la san-
ción en un 100% si, en su caso, se 
produce la comisión repetida de in-
fracciones tributarias.  

14.5. Orden jurisdiccional  
(art. 40 LIP) 

Todas aquellas controversias que 
puedan suscitarse entre la Admi-
nistración y los sujetos pasivos en 
relación con cualquiera de las cues-
tiones a que se refiere la LIP, se re-
solverán ante la Jurisdicción Con-
tencioso-Administrativa, previo 
agotamiento de la vía Económico-
Administrativa.
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